
600 Personas de 21 Países Inundan de Cartas al Gobierno 

Pidiendo Protección en Caso Texaco       
 

Violaciones de Derechos Humanos se Incrementan Después de Sospechosa 

Intimidación a Comunicadora   

 

Gerentes de Texaco Niegan su Involucramiento 

 

Quito, 30 de octubre.- Más de 600 cartas de 21 países de todo el mundo han inundado 

al gobierno ecuatoriano exigiendo protección para los miembros del equipo de 

demandantes del Caso Texaco, después de una serie de incidentes sospechosos, intentos 

de plagio y varios robos a las oficinas de los abogados del caso. 

 

La semana pasada un miembro del equipo de comunicación que apoya el juicio, 

Guadalupe De Heredia, fue víctima de un intento de ingresar en su casa en horas de la 

madrugada del lunes 23 de octubre.  El incidente es el tercero contra la Sra. De Heredia 

en los últimos meses, y ocurrió después de que ella dio una serie de entrevistas 

denunciando a Texaco por varias emisoras de Quito. Además, la noche anterior ella 

regresó a su casa luego de participar en un foro internacional que se realizó en la ciudad 

amazónica de Francisco de Orellana (Coca), donde se denunció la violación a los 

derechos humanos provocados por las operaciones de Texaco en Ecuador. 

 

Hay un total de 14 incidentes sospechosos en el último año, incluyendo una amenaza a 

Pablo Fajardo, abogado de los demandantes; un intento de plagio a una hija de 9 años de 

Luis Yanza, coordinador legal del caso, y varios robos de oficinas de los abogados de 

los demandantes.  La Comisión Interamericana de Derechos Humanos de OEA pidió 

protección especial para los abogados y dirigentes. 

 

Los gerentes de Texaco han negado su involucramiento en los actos de intimidación, los 

cuales están aumentando en la medida que el juicio avanza hacia su finalización.  Una 

coalición de apoyo ha exigido una investigación independiente de los vínculos de la 

transnacional norteamericana y los actos sospechosos de intimidación, pero hasta ahora 

Texaco no ha aceptado esa investigación. 

 

Texaco ya está acusada de fraude por el Estado en las cortes de los EE.UU. por su 

fraudulenta remediación en el Oriente. Además, la transnacional está acusada en la corte 

de Nueva Loja de haber dejado más de 1.000 “piscinas” tóxicas en el país.  Los 

demandantes están terminando sus últimas tres inspecciones la semana de 13 de 

noviembre en la provincia de Orellana.   

 

Una campaña de cartas de apoyo a los afectados por las intimidaciones y amenazas fue 

organizada por Amnistía Internacional (AI), una organización de derechos humanos con 

base en Londres.  AI ha enviado un “urgent action” (acción urgente) a sus redes 

globales pidiendo protección para los ecuatorianos que dirigen el Caso Texaco, 

provocando la llegada de decenas de cartas desde Alemania, Australia Francia, España, 

Italia, Estados Unidos, Argentina, Irlanda, Inglaterra, Bélgica, Chile, Canadá, entre 

otros países. 

 



Luis Yanza demandó hoy que la transnacional repudie inmediatamente el nuevo ataque 

y que utilice su considerable influencia con las fuerzas armadas ecuatorianas para 

prevenir cualquier intimidación en el futuro.   

 

“Texaco ha operado dentro de una base militar en Lago Agrio, lo que provoca algunas 

preguntas en cuanto a su posible participación en el acoso a nuestro equipo", dijo Luis 

Yanza 

 

Los miembros de la Coalición por la Defensa de la Soberanía Nacional de Ecuador 

condenaron también la nueva intimidación. Alexis Ponce de la Asamblea Permanente de 

Derechos Humanos y Esperanza Martínez del Oil Watch publicarán una declaración 

conjunta que pide a los dos candidatos presidenciales "proteger la integridad del caso 

contra Texaco ante tal intimidación del equipo que representa a las 30.000 víctimas del 

Oriente ecuatoriano”. 

 

“Nos cuesta creer las aseveraciones de Texaco de que no tienen nada que ver con estos 

actos cuando los abogados de esta compañía, que es la causante de una masiva violación 

de los derechos humanos en el Oriente, continúan viviendo en una villa construida 

dentro de una base militar”, dijo Juana Sotomayor, Coordinadora del CDES, una 

organización de derechos humanos con sede en Quito. 

 


